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I. INTRODUCCION

Cuando se requiere, para que se ponga en marcha el aparato
jurisdiccional enjuiciando a la Administracién, que ésta se haya
manifestado en un determinado sentido, no cabe duda que el acto
administrativo adquiere unos caracteres especiales en orden a la
jurisdiccién contencioso-administrativa. :

En efecto, sin acto administrativo no puede haber proceso con-
tencioso-administrativo (1), y, aunque nuestra Ley de la Jurisdic-

(1) Vid. Ciavero ArEvALo, M. F., «El caracter revisor de la jurisdiccién con-
tencioso-administrativa y las sentencias anulatorias de los actos en que la Admi-
nistracién no entré en el fondo del asunto», en Revista de Administracién Publica,
nimero 42, septiembre-diciembre 1963, pags. 217 a 220; y Niero, A., «La inactividad
de la Administracién y el recurso contencioso-administrativo», en Revista de Ad-
ministracién Publica, nim. 38, mayo-agosto 1963, pags. 75 y sigs.

Parapa VAzquez, J, R. («Privilegio de decisidn ejecutoria y proceso contenciosos,
en Revista de Administracién Publica, nam. 55, enero-abril 1968, pags. 66 y sigs.),
tras mantener que el contencioso-administrativo en sus origenes no respondia a la
configuracién de proceso al acto, como jurisdiccién revisora, sino que se trataba
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cién va a manifestar en su Exposicién de Motivos que no se la ha
querido concebir como una segunda instancia, el hecho de que sea
revisora —«en cuanto requiere la existencia previa de un acto de
la Administracién»— y de que todo el proceso se monte como un
proceso «al acto», obliga a la existencia de éste.

Si la Administracién, cuando ante ella se formula alguna pe-
ticibn o recurso, no tuviera obligacién de resolver, los derechos
de los particulares se verian desconocidos totalmente por el he-
cho de haberse configurado lo contencioso-administrativo como
un proceso unicamente admisible «en relacién con las disposicio-
nes y acuerdos de la Administracién» (articulo 37,1 de la Ley de
la Jurisdiccién).

En consecuencia, y para hacer efectivo el dogma del Estado

- de Derecho, de sumisién de la Administracién a la norma, con-
figurado el proceso contencioso-administrativo como proceso al
acto, debe ser requisito para la eficacia del mismo que la Admi-
nistraciéon tenga obligacién de resolver las peticiones y recursos
de los administrados, pues de otro modo se produciria una inde-
fensién de éste contraria a ese principio de sometimiento del Es-
tado al Derecho.

Asi, la Administracién tiene el deber de dictar una resolucién
expresa en todo caso. Pero esta obligacién seria ilusoria, no ten-
dria efecto alguno, si el ordenamiento juridico no arbitrara las
férmulas para hacer efectiva la misma.

De estas férmulas y de cémo se articulan en nuestro Derecho
positivo se va a tratar seguidamente.

«de un proceso contencioso al servicio directo de la resolucién de cuestiones con-
flictivas y no de la apelacién o revisién de actos administrativos ejecutorios», con-
cluye en que para un mayor perfeccionamiento de la justicia administrativa seria
necesario o conveniente negar el principio de decisién ejecutoria en mayor namero
de supuestos, extendiéndose tal negativa a «todos aquellos en que la trascendencia
de la medida a tomar o de la importancia del confilcto as{ lo aconsejens.

MARTIN MATEO, R., en «Derecho administrativo y materia contenciosa» (Revista
de Administracion Publica, nam. 55, pags. 116 y 117) se preocupa de establecer cémo
no todos los actos de la Administracién sujetos al Derecho administrativo estian
sometidos al control de la jurisdiccién contencioso-administrativa y cémo tal con-
trol se ejerce, por otra parte, en relacién con actos no sujetos a tal normativa.

En definitiva, la afirmacién del texto debe entenderse en términos genéricos,
salvando las posibles excepciones histéricas y actuales e incluso la posibilidad de
que en el futuro fuera deseable un proceso contencioso-administrativo sin la previa
existencia de la décision préalable. En este sentido podria interpretarse el articulo 83,
2, del Proyecto de reforma-de la Ley del Suelo cuando afirma que «... procederi
el recurso contencioso-administrativo para fijar la indemnizacién que pueda corres-
ponder a quienes hubieren resultado perjudicados, con cargo a los favorecidoss.
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II. CONFIGURACION SOCIOLOGICA DE LA OBLIGACION
DE RESOLVER

La Ley de Procedimiento administrativo de 17 de julio de 1958
manifiesta en su Exposicién de Motivos cémo el texto no desdefia
«las garantias juridicas que el Estado deba a los administrados,
y de ello es buena prueba toda la Ley, y en especial los titulos
dedicados al procedimiento y # los recursos administrativos; pero
tiene en cuenta —sigue diciendo— que las citadas garantias, cuan-
do se instrumentan tan sélo como protecciones formales, no al-
canzan ni con mucho el fin perseguido, al ser compatible con de-
moras y retrasos, molestias innecesarias y perturbadoras, excesivo
coste e ineficacia de los servicios y, en fin, como una variada gama
de verdaderos perjuicios que redundan tanto en el de los particu-

- lares como en el de la propia Administracién».

Sienta, en consecuencia, en su articulo 29, los tres principios
fundamentales de la actuacién administrativa: economia, celeri-
dad y eficacia. Y para que tales principios se desarrollen adecua-
damente obliga a las autoridades superiores de cada centro o de-
pendencia a velar, con respecto a sus subordinados, por el cum-
plimiento de esas normas de actuacidn, sirviendo, incluso, el pre-
cepto del parrafo 1.° de este articulo 29 como «criterio interpre-
tativo para resolver las cuestiones que puedan suscitarse en la
aplicacién de las normas de procedimiento».

La legislacién de Administracién local, piedra de toque de re-
formas que mas adelante se han llevado a cabo en la Administra-
cién del Estado, también en este aspecto se anticipa en mas de
un lustro haciendo una afirmacién semejante en el articulo 257
del Reglamento de Organizacién, Funcionamiento y Régimen ju-
ridico de las Corporaciones locales, donde se lee: «La tramitacién
administrativa debera desarrollarse por procedimientos de econo-
mia y eficacia técnica y legal, que estimulen el diligente funciona-
miento de la organizaciéon de las Entidades locales», siendo una
de las funciones del Servicio de Inspeccién y Asesoramiento el es-
tudio y exposicién de procedimientos que entrafien economia y
eficacia (articulo 354,2 de la Ley de Régimen local). '

Pero economia, celeridad y eficacia son términos vacios de con-
tenido si, de una parte, no se arbitran medios para los supuestos
en que los agentes de la Administracién olvidan los principios a

REVL-1974, nim. 183. CORELLA MONEDERO, JOSE-MARIO. LA OBLIGACION DE LA ADMINISTR...



REVL-1974, nim. 183. CORELLA MONEDERO, JOSE-MARIO. LA OBLIGACION DE LA ADMINISTR...

464 JOSE-MARIO CORELLA MONEDERO

que han de ajustarse en su actividad, y si de otra no se consigue
en los «administradores» un sentimiento de servicio de tal forma
que no se sientan dictadores a través del cargo, sino servidores
desde el cargo.

Porque no cabe duda que, a pesar de todas las normas y de
todos los dispositivos legales para hacer efectivo el principio de
celeridad, economia y eficacia, si las personas que han de aplicarlo
toman sus sustitutivos como fines en si mismos, poco o nada se
habra avanzado en el camino para conseguir una Administracién
servidora de los intereses publicos y de los intereses del publico (2).

Quiz4 sea necesario pensar, con el profesor MARTIN MATEO, que
«cuando las leyes no bastan, pese a lo depurado de sus instrumen-
tos y a lo loable de sus objetivos, quiere decirse que la sociedad
en su conjunto, de la que proceden, en definitiva, los ejecutores
de la ley, no ha tomado conciencia de los males que se pretenden
evitar» (3).

Y esa falta de toma de conciencia quiza se deba a la propia Ad-
ministracién, que ha olvidado un principio no contenido en nin-
guna norma juridica concreta, pero que nace de la etimologia de
las dos palabras que informan su actuacién: servir, que es lo que
significa en ultimo término administrar, y dar la mano, que es la
significaciéon de mandar. La Administracién, asi, debe servir ayu-
dando, y para ello hace falta que esa ayuda en el servicio surja
no sélo de los principios juridicos recogidos positivamente, sino
de principios morales que no deben estar ausentes en el obrar ad-
ministrativo. Asi, economia, celeridad y eficacia son principios no
para la Administracién, sino para el administrado, y pues que el
procedimiento de toma de decisiones de la Administracién ha de
hacerse contemplando a éste, el propio administrado tiene un de-
recho fundamental a conocer el actuar de la Administracién, no

(2) Garcfa pE ENTERRIA afirma que «la reforma de la Ley de Procedimiento ad-
ministrativo por la Ley de 2 de diciembre de 1963 fue utilizada confesadamente para
resolver el problema por esta jurisprudencia creado, que determiné un abandono
de multitud de recursos, segun fue notorio, y que dio lugar inmediatamente a una
utilizacién descarada del silencio por la Administracién para no resolver y para
vedar el acceso de los interesados a los Tribunales contenciosos, experiencia insu-
perablemente expresiva» (Vid. «Sobre silencio administrativo y recurso contenciosos,
en Revista de Administracion Publica, nam. 47, mayo-agosto 1965, pag. 215).

ParADA VAzZQuEz, en «Privilegio...», cit.,, afirma: «... y también para los supues-
tos de inactividad de la Administracién deberia administrarse un recurso di-
recto, pues de otra forma la pasividad administrativa no puede ser nunca enjui-
ciada debidamente, como Niero ha demostrado con todo rigor».

(3) Vid. «Cuando las leyes no bastan...», en Ciencia Urbana, num. 3, Instituto
de Estudios de Administracién Local, Madrid, 1969.
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sélo en lo que a él le afecta, sino en todo aquello en que la propia
Administracién interviene. El administrado, entonces, debe cono-
cer a la Administracién, y para ello ésta debe informar al admi-
nistrado (4).

Ahi esta contenido el segundo principio de la actuacién admi-
nistrativa: el principio de la informacién, informacién que no so-
lamente es aclarar tramites, presentar proyectos, ofrecer partici-
pacién, sino que es también provocar en el administrado la con-
fianza previa.

Nos encontramos ahora con otro triptico en que el principio
de informacién se desarrolla: confianza previa, informacién pro-
piamente dicha y participacion (5).

Al objeto del estudio que se realiza, nos vamos a fijar tnica-
mente en el primer aspecto: el de confianza previa del adminis-
trado en la Administracién. Esta confianza, triste es afirmarlo, no
existe. La informacion, las reformas administrativas, las propagan-
das sobre los procedimientos, el didlogo que se quiere entablar
por la Administracién con los administrados, falla en cuanto que
éstos escuchan, cuando lo hacen, pensando en su caso, en el caso
que anteriormente les afecté mas o menos directamente.

'Y poca efectividad puede tener cara a los particulares hablar
de normas de economia, celeridad y eficacia; poca efectividad pue-
de tener la informacién, cuando la confianza ha desaparecido como
consecuencia de falta de informacién, como consecuencia de la
falta de resolucién por la Administracién de peticiones o recursos
de los administrados; ha desaparecido, porque en otras ocasiones
la Administraciéon usé del silencio y al administrado no le vale
que le hablen de «silencio administrativo», no le sirve presuponer:
quiere y tiene derecho a conocer.

De ese principio de informacién cabria destacar una faceta que
las mas de las veces no se tiene en cuenta. Cuando se habla de
informacién de la Administracién se piensa siempre en la publi-

(4) Vid. SicudN, M., «<La Administracién y el publico», en Revista de Adminis-
tracién Publica, nim. 41, mayo-agosto 1963, pags. 14 y sigs.

(5) Vid. SicuAN, M., op. cit., pags. 12 y 13. Sobre la equiparacién de los térmi-
nos «comunicacién» y «participacién» puede verse W. A. RoBsoN, «Los problemas
de la comunicacién en la Administracién modernas, en Documentacién Administra-
tiva, nim. 73, Madrid, enero 1964.

En general, sobre informacién de la Administracién al administrado y la cola-
boracién de éste con aquélla versan las ponencias desarrolladas en el Primer Co-
loquio Internacional sobre Informacién Administrativa, recogidas en Documentacidn
Administrativa, nums, 91-92, julio-agosto 1965, debidas a HERNANDEZ SAMPELAYO, ANSON
OLiarT, DEL PortiLLO, M. MARCEAU LoNG, ViTo Lupo, J. WALRAVEN y M. A. Faube.
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cidad de sus actos, en la dacién de cuenta en general, de c6mo
se desarrolla la actividad administrativa, o bien en la guia de la
Administracién al administrado a través del laberinto procedi-
mental.

En el primer aspecto se contempla una Administracién que,
como empresa, usé la publicidad. Es, en cierto modo, la propa-
ganda politica o el programa del politico, administrativizado.

En el segundo aspecto pensamos siempre en las oficinas de
informacién que deben existir en todas las unidades administra-
tivas de cierta envergadura, como sefiala el articulo 33 de la Ley
de Procedimiento administrativo.

Pero si la obligacién de informacién politico-administrativa
(propaganda administrativa) y la de informacién concreta al pua-
blico que necesita transitar por los servicios de la Administracién
(informacién de tramite) son importantes y deben ser la mani-
festacion hacia el exterior de lo que es la Administracién y de cémo
se actda ante ella, mucho mas importante es la informacién con-
creta al administrado respecto de sus peticiones y del estado del
tramite de los expedientes en los que personalmente tiene interés.

La Ley de Procedimiento administrativo sienta el principio de
que los interesados tienen derecho a conocer, en cualquier momento,
el estado en que se encuentra la tramitacién del expediente admi-
nistrativo que les afecte (articulo 62), recabando la oportuna infor-
macién de las oficinas correspondientes. Y tienen derecho también
a que la Administracién les informe definitivamente de las reso-
luciones que hayan recaido en esos expedientes en que estdn inte-
resados, es decir, tienen derecho a la resolucién del expediente;
en definitiva, los particulares tienen derecho a que la Administra-
cién emita un acto administrativo, cuando ante ella se ha presen-
tado una peticién o una reclamacién. El administrado, pues, tiene
derecho al acto (6).

La Ley de Procedimiento administrativo regula este derecho
al acto de dos formas:

a) Obligando a la Administracién a no demorar la resolucién
de los expedientes més de seis meses, contados a partir de
la iniciacién de los mismos (articulo 61).

b) Obligando a la Administracién a dictar resolucién expresa

(6) El articulo 943 de la Ley de Procedimiento administrativo es claro a este
respecto.
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en todo caso, incluso fuera del plazo sefialado anteriormen-
te y también aunque se haya entablado recurso jurisdic-
cional como consecuencia de la presuncién denegatoria que
comporta la aplicacién de la doctrina del silencio admi-
nistrativo.

Sin embargo, esta obligacién de dictar resolucién, o de emitir
el acto administrativo, no es eficaz si el ordenamiento juridico no
establece los medios coercitivos necesarios para hacer efectivo o
exigir, en su caso, el cumplimiento de tal obligacién, que, insisti-
mos, comporta el correlativo derecho al acto, como derecho sub-
jetivo del administrado. '

Si no fuera asi, se crearia una situaciéon de indefensién del
administrado frente a la Administracién. El ordenamiento juridico
ha de prever estas situaciones de pasividad de la Administracién
y ha de establecer los medios para que, aun produciéndose, se
evite que el administrado quede a merced de esa inactividad, ha-
ciendo ilusorios sus derechos.

Seguidamente se analizaran esos remedios que la Ley pone al
alcance del administrado en su lucha contra la pasividad de la Ad-
ministracién, que ademas son los vehiculos extremos para el ejer-
cicio de ese derecho al acto de que venimos hablando.

III. REMEDIOS CONTRA LA INACTIVIDAD. LA DOCTRINA
DEL SILENCIO ADMINISTRATIVO

De dos maneras puede ser interpretado el silencio de la Admi-
nistracién: en sentido negativo y en sentido positivo.

Quiza desde el punto de vista del administrado sea mas im-
portante el primero de los aspectos, el negativo, aunque el silencio
positivo pueda plantear problemas juridicos de mayor trascenden-
cia al analizarlo desde la perspectiva de la Administracién.

Como consecuencia de la adscripcién del régimen administra-
tivo espaiiol al modelo francés, se configura el recurso contencio-
so-administrativo como un proceso al acto (7). Se precisa, pues, ya
lo hemos sefialado al principio, lo que la doctrina francesa deno-
mina la décision préalable, es decir, el acto previo de la Admi-
nistracién (8). )

(7) Vid. nota 1.
(8) Rivero, J., en Droit Administratif, Par{s, 1970, Ed. Dalloz, afirma: <Le de-
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Pero si el Estado de Derecho, de sumisién de la Administracién
a la norma juridica, quiere obtenerse en toda su amplitud, se pre-
cisan dos condiciones: la primera de ellas que la Administracién
tenga en todo caso la obligacién de contestar a las peticiones y
recursos de los administrados, y como consecuencia de ello, que
cuando, no obstante el deber que sobre la Administracién pesa,
ésta no lo cumpla, se arbitren los medios necesarios para bien sus-
tituir la voluntad de la Administracién, o bien presuponer que se
ha manifestado en un determinado sentido, para contra la pre-
suncién poder iniciar la accién jurisdiccional.

El primer supuesto de esta doble posibilidad, para cuando la
Administraciéon no expresa su voluntad, pugna con el principio
acufiado por MONTESQUIEU, de la separacién de poderes. Si la Ad-
ministracién no dicta el acto, ninguno de los otros poderes, el
legislativo o el jurisdiccional, pueden sustituirla y dictar por ella
el acto.

Por ello, las Sentencias de los Tribunales Contencioso-adminis-
trativos, cuando el acto de la Administracién no esti ajustado a
Derecho, no dictan uno nuevo sustitutivo del anterior, sino que
o reconocen el derecho subjetivo vulnerado al particular y obligan
o condenan a la Administracién a reconocerlo (antiguo proceso de
plena jurisdiccién) (9), o anulan el acto controvertido obligando a
dictar uno nuevo que se ajuste al ordenamiento juridico (proceso
de nulidad) (10).

mandeur doit s’adresser d’abord a l'administration; c’est seulement s'il se heurte
a un refus total ou partiel quil pourra saisir le juge. Le régle de la décision préala-
ble est donc l'obligation faite au plaideur, préalablement a4 tout recours contre
Yadministration, de solliciter d’elle une décision sur la prétention qu’il se propose
de soumettre au juge. Elle est sancionnée par l'irrecevabilité du recours auquel ne
serait pas jointe la décision de l'administration».

Pero tal «décision préalable», «... ne trouve son véritable interét et sa véritable
justification que dans le recours de plein contentieux. Dans le recours pour excés
de pouvoir le probleme de la décision préalable no se pose pas, puisque, par
définition, le recours est dirigé contre un acte administratif... le recours pour exces
de pouvoir peut étre directement intenté contre l'acte faisan grief. Au contraire,
dans le recours de plein contentieux la décision préalable est une nécessité. Le
-requérant doit la susciter avant d’agir, c’est lui qui la provoque et qui obligue
I'administration a statuer...». (Vid. AuBi, J. M., y Draco, R., Traité de contentieux-
administratif, Librairie Générale de Droit et Jurisprudence, Paris, 1966, vol. III,
paginas 181-182).

(9) Vid. MArRTIN RETORTILLO, C., Nuevas notas sobre lo contencioso-administra-
tivo, Ed. Aguilar, Madrid, 1951, pags. 199-204. .

(10) Unicamente por excepcién, el poder judicial sustituye a la Administracién,
formulando el acto una vez anulado el previo acto administrativo recurrido. Un
ejemplo lo tenemos en nuestra legislacién local, cuando el articulo 726 de la Ley
de Régimen local establece que los fallos de los Tribunales Contencioso-administra-
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Nuestro Derecho positivo, en la linea sefialada, sienta el prin-
cipio de obligacién de contestar que recae sobre la Administracién
en cualquiera de sus escalones territoriales o jerarquicos y arbitra
los medios para cuando la Administracién no se pronuncia debien-
do hacerlo. '

En el primer caso, la Ley de Procedimiento administrativo in-
dica en su articulo 61 el plazo maximo de duracién de los expe-
dientes, sefialando que los funcionarios responsables incurriran en
responsabilidad, pudiendo imponérseles las oportunas sancio-
nes (11). Antes de la publicacién de este precepto, el articulo 289,2
del Reglamento de Organizacién, Funcionamiento y Régimen juri-
dico de las Corporaciones locales sefialaba el plazo maximo de
treinta dias para la resolucién de cualquier expediente, excepto si
exigiese tramites especiales.

También se establece en la legislacién general aplicable a la Ad-
ministracién del Estado y en la especifica de las Entidades locales,
la obligacién de resolver que recae sobre los entes administrativos
(articulos 94,3 de la Ley de Procedimiento administrativo y 373
de la Ley de Régimen local). En consecuencia, hay obligacién de
resolver, y de resolver en el plazo legalmente establecido.

No obstante, las circunstancias por las que atraviesa la Admi-
nistracién publica, el cimulo de funciones y. de tramites, muchos
de ellos inutiles, y la burocratizacién de las dependencias adminis-
trativas, hace que se incumplan preceptos tan terminantes, llegan-
dose a estimar, indebidamente, el silencio de la Administracién
como un derecho que asiste al érgano administrativo para susti-
tuir su decisién negatoria expresa por una del mismo sentido con-
solidada por el transcurso del tiempo.

BoLEA ForaDADA (12) ha analizado las posibles causas que ori-

tivos deberan expresar concretamente la forma en que han de quedar redactados
los preceptos impugnados que contengan las Ordenanzas fiscales.

Otro supuesto es el de inscripcién de fincas en el Registro Municipal de Solares
y otros Trnuebles de Edificacién Forzosa, que podra realizarse cuando el Tribunal
lo acuerd.’ por causas distintas a las tenidas en cuenta por la Administracién, aun-
que aqui no se modifica el acto administrativo, sino su fundamentacién exclusi-
vamente.

(11) Boquera OLIVER estima que la doctrina del silencio administrativo y el
principio de responsabilidad del funcionario por infraccién de normas de proce-
dimiento «sera suficiente garantia del particular en los casos que ahora atiende
la queja» («Del recurso de queja a la queja», en Revista de Administracién Publi-
ca, num. 27, septiembre-diciembre 1958, pags. 199-200). ’

(12) Vid. «El retraso de la Administracién y el silencio administrativo», en Re-
vista de Administracién Piblica, nim. 51, septiembre-diciembre 1966, pags. 303 y sigs,.
y en especial, pags. 304 a 307.
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ginan el silencio de la Administracién y las concreta en las si-
guientes:

1.° El exceso de trabajo de los 6rganos administrativos.

2° La negligencia o desidia de los funcionarios.

3.° La abstencién voluntaria del érgano competente.

4° La abstencién originada por falta de competencia de los
funcionarios.

Otra causa podria afiadirse, y es la descoordinacién entre los
diferentes 6rganos de la Administracién o entre administraciones
de distinto orden, que en definitiva es, como la primera de las
sefialadas por el autor citado, consecuencia directa y exclusiva del
mal funcionamiento de los servicios ptiblicos.

Las medidas contra el retraso establecidas legalmente parece
que no son eficaces, sobre todo cuando se debe tal retraso o tal
silencio a una abstencién voluntaria del érgano administrativo
competente para dictar la resolucién. Por ello se necesita otra serie
de medidas juridicas unas (las presunciones positivas y negativas),
y de sociologia de la Administracién, otras.

El propio BoLEA ForapapA (13) sefiala las siguientes:

a) Creacién de un «clima» contrario al retraso.

b) Penalizacién de ciertas conductas de los funcionarios.

¢) Ampliacién de los plazos dentro de los cuales el adminis-
trado puede recurrir contra los actos presuntos.

d) Imposicién de costas a la Administracién en los recursos
promovidos contra actos presuntos.

e) Responsabilidad de la Administracién derivada del retraso.

Sin embargo, cualquiera de estas medidas encontrard en la Ad-
ministracién o en la picaresca administrativa un camino de escape,
de manera que pueda llegarse a las mismas consecuencias y situa-
ciones actuales, que son precisamente las que se trata de evitar.

Por ello hay que articular una serie de medios juridicos, incluso
jurisdiccionales, para lograr de la Administracién una resolucién
0 para conseguir, en su caso, la anulacién de la resolucién presun-
tamente dictada. A ello tienden las instituciones del silencio admi-
nistrativo negativo y positivo.

Para evitar la situaciéon de indefensién que puede crear la Ad-
ministracién al no resolver o retener indefinidamente la resolucién

(13) Op. cit., pags. 313 a 318.
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que afecta al particular, se crea legislativamente una técnica que
tiene por objeto sentar una presuncién de resolucién denegatoria.
Ahora bien, esta presuncién no exime a la Administracién de su
obligacién de dictar el acto expreso, como se deduce del articulo 94
de la Ley de Procedimiento administrativo, y, en consecuencia,
puede afirmarse que el silencio negativo estd articulado como una
ficcién legal con efectos procesales exclusivamente (14), con el fin
de facilitar al particular la revisién jurisdiccional del acto admi-
nistrativo o de la inactividad de la Administracién.

Asi, el silencio negativo es configurado como simple presun-
cién procesal, y de ahi que el transcurso del tiempo para ejercer
el recurso contencioso-administrativo frente a lo que por silencio
se presume, no tenga el caricter de plazo preclusivo que haga
adquirir firmeza a la presumida decisién denegatoria.

De ahi que la Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de junio
de 1971 haya podido afirmar que la

«... Ley instituye un régimen general de silencio adminis-
trativo mediante el cual, transcurrido cierto plazo, puede
presumirse por el interesado la existencia de un acto que le
permita acudir, si lo desea, a dicha jurisdiccién, lo cual es,
desde luego, una facultad, no una obligacién.»

Y la de 12 de noviembre de 1971 indica que

«...este silencio desestimatorio no es susceptible nunca de
crear cualquier tipo de firmeza o de situacién definitiva, sino
una mera presuncién legal que sélo puede utilizar a su fa-
vor el interesado a efectos de la interposicién de los recursos
pertinentes, sin perjuicio de que sea facultad suya también
esperar la resolucién expresa, que la Administraciéon continuia
en deber de dictar, porque, a tenor de lo preceptuado en el
articulo 38 de la Ley de la Jurisdiccién, es el interesado el
que podra "considerar desestimada su peticién, al efecto de
formular frente a esta denegacién presunta el correspondien-
te recurso administrativo o jurisdiccional, segin proceda, o
esperar la resolucién expresa”, siendo, por tanto, el silencio
administrativo una denegacién presunta, es decir, una pre-
suncién legal y no una declaracién de voluntad tacita de la
Administracién, una forma de pronunciarse ésta que, segun
prohibe terminantemente el propio precepto, excluya el de-
ber de dictar una resolucién expresa debidamente fundada,

(14) Vid. FernAnpEz RobprfGuez, T. R., «Silencio negativo, actos firmes y actos

confirmatorios», en Revista de Administracién Piblica, nim. 53, mayo-agosto 1967,
paginas 285 y 286; y Garcfa pe ENTERRfA, E., «Sobre silencio...», cit., pags. 218-220.
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no pudiendo, por tanto, utilizarse el silencio para no resolver
y vedar el acceso de los interesados a los Tribunales conten-
ciosos, segin la practica a la que confesadamente quiso poner
fin la reforma del articulo 94 de la Ley de Procedimiento ad-
ministrativo de 2 de diciembre de 1963 —Sentencias 6 y 16
de marzo y 6 abril 1965—, diciendo que la excesiva tardanza
de la Administracién en pronunciarse no priva al interesado
del derecho de recurrir, una vez haya tenido lugar y aun cuan-
do se hubieran agotado anteriormente los plazos para recu-
rrir contra las desestimaciones presuntas, porque la doctrina
o normativa de la denegacién presunta no significa, en forma
alguna, que ésta se haya producido, sino que constituye uni-
camente una ficcién legal en beneficio de los administrados.»

En el mismo sentido se pronuncian otras muchas Sentencias,
entre las que cabe destacar la de 10 de mayo de 1969.

Este criterio lo completa la Sentencia de 26 de febrero de 1973;
en un supuesto de recurso contencioso-administrativo interpuesto
contra una denegacién presunta del de reposicién, pero fuera de
plazo, el Tribunal Supremo declara la inadmisibilidad del recurso
y dice: ' '

«... sin perjuicio de que cuando la Administracién cumpla el
deber que le impone el nimero 3 del articulo 94 de la Ley de
Procedimiento administrativo de dictar una resolucién expre-
sa quede abierta, frente a tal acto expreso, la via jurisdic-
cional.»

Es una demostracién palpable de que no ha existido acto, ni
siquiera acto tacito, sino que se produjo, simplemente, una pre-
suncién de denegacién con efectos puramente procesales, durante
un determinado plazo que, no habiéndose utilizado por el admi-
nistrado precisamente durante el tiempo habil —se interpuso el
recurso contencioso fuera del afio desde la fecha de reposicién—,
ha quedado destruida, siendo inadmisible el recurso, pero no pro-
duciendo efecto de cosa juzgada por dos motivos:

El primero de ellos porque el Tribunal no entré a conocer el
fondo del asunto, sino que rechazé por extemporéaneo el recurso.

El segundo porque transcurrido el plazo durante el que pudo
validamente presumirse la denegacion, y como quiera que la pre-
suncién nace de un puro hecho al que la Ley reconoce ciertos
efectos juridicos y que se establece en beneficio del particular, el
mal cémputo no puede perjudicarle, y, al no haber acto adminis-
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trativo, ni aun tacito, no puede existir control jurisdiccional del
- mismo.

En consecuencia, si el silencio negativo no es un acto tacito,
si no puede hablarse de resolucién administrativa por silencio ne-
gativo, sino que simplemente es una presuncién que puede usar el
administrado para abrir la via jurisdiccional o no usarla esperando
la resolucion expresa de la Administracion, convendra analizar
como puede obligarse a los drganos de ésta a dictar dicha reso-
lucién.

La Sentencia antes citada de 2 de junio de 1971 indica cémo
el tramite puesto a disposicion de los particulares, del silencio ad-
ministrativo, no excluye el deber de la Administracién de dictar re-
solucién expresa debidamente fundada.

«Nuestra legislacién procedimental (administrativa y ju-
ridiccional) en la materia —afirma la Sentencia de 23 de
mayo de 1972— permite la impugnacién de las resoluciones
tacitas, pero no excluyen, sino que imponen a la Administra-
cion el deber de proseguir las actuaciones en las que ha re-
caido la resolucién presunta» (14 bis). '

«La aparicién del silencio negativo vino a ser la gran solucién
de una importante zona de inmunidad a la que la Administracién
tenia acceso sin mas que permanecer inactiva frente a las peticio-
nes y recursos del administrado» (15). Pero, como demuestra la
Sentencia de 26 de febrero de 1973, no es una solucién total para
el administrado. Si éste puede interponer el recurso contencioso-
administrativo o esperar la resolucién expresa, una vez haya op-
tado por la segunda solucidn, la inactividad de la Administracién
seguira proporcionando a la misma una amplia zona de inmuni-
dad, y precisamente para quienes en virtud de circunstancias eco-
némicas y culturales estin mas necesitados de proteccién juris-
diccional frente a la Administracién (16).

(14 bis) Como se observa, la Sentencia usa indebidamente, a nuestro juicio, los
términos «resolucién tacita» y «resolucién presunta», pues no hay resolucién nin-
guna, sino presuncién de tal a efectos jurisdiccionales y presuncién de contenido
denegatorio.

(15) FernANDEzZ Robrfcuez, T. R., op. cit.,, pag. 281.

(16) En efecto, en supuestos idénticos quien mayor capacidad econémica y cul-
tural posee, mayores ventajas obtiene de las instituciones juridicas.

Pongamos un ejemplo: En un expediente de expropiacion por razén de urba-
nismo, elegido el sistema de tasacién conjunta, podemos pensar que todos los
afectados recurren en reposiciéon contra los valores aprobados. La Administracién,
pese a la obligatoriedad que pesa sobre ella, no contesta, y solamente (es la regla

6
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Ciertamente, la Administracién debe contestar, pero ¢cuindo?
¢Cémo se puede obligar a la Administraciéon a salir de su pasivi-
dad? Porque no puede afirmarse que aquellos que no usaron del
beneficio del silencio negativo se hayan conformado con la reso-
lucién de la Administracién, o, mejor dicho, con la falta de reso-
lucién de la Administracién, sino que optaron por esperar la reso-
lucién expresa. Ahora bien, la opcién no les impone la obligacién
de esperar de por vida.

IV. LA QUEJA

Es uno de los medios que nuestro Derecho positivo pone al
alcance de los administrados para obtener resolucién expresa.

Cuando la Ley de Procedimiento administrativo, en su articu-
lo 94, establece que la denegacién presunta no excluira el deber
de la Administracién de dictar una resolucién expresa, arbitra con-
tra la inactividad o, como dice, contra el incumplimiento de ese
deber, la reclamacién en queja.

Interesa conocer, por ello, cémo juega la reclamacién en queja
en el procedimiento administrativo, desde el punto de vista de
activar la accién de la Administraciéon a fin de obtener una reso-
lucién expresa, y conviene analizar su caracter para determinar
las posibilidades que pueda tener el reclamante en queja para ac-
ceder a la via jurisdiccional.

«Por no tratarse propiamente de un recurso —dice la Exposi-
cién de Motivos de la Ley de Procedimiento administrativo—, la
Ley regula en lugar aparte la queja, que podra deducirse siempre
que se dé algin defecto en la tramitacién del procedimiento»:

El articulo 77 de la propia Ley de Procedimiento administrativo
sefiala que «en todo momento podrd reclamarse en queja contra
los defectos de tramitacion, y en especial los que supongan para-
lizacién, infraccién de los plazos preceptivamente sefialados u omi-

general) quien econémicamente puede hacer frente a un gasto, no precisamente
leve, y quien mas conocimiento tiene de la mecédnica procedimental, se decide, lle-
gando a tiempo, a recurrir ante los Tribunales. Si a éste se le acepta el recurso y
aumenta la valoracion, se encuentra en una situacion de privilegio, habiendo hecho
una inversién rentable. Los demas esperan que la Administracién resuelva (porque,
ademds, todavia hay quien confia en la Administracién) y resuelva justamente,
pero la resoluciéon se demora indefinidamente, sin que puedan los administrados
activar la decisién. Asi, unas situaciones similares que provocaron inicialmente unos
recursos idénticos han dado lugar a soluciones diferentes, quedando malparado el
rrincipio de igualdad ante la ley.
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sién de tramites que puedan subsanarse antes de la resolucién defi-
nitiva del asunto» (17).

En consecuencia, conjugando los dos articulos citados, 77 y 94,
podriamos sefnalar dos tipos de reclamacién en queja:

a) Contra defectos de procedimiento.
b) Contra el incumplimiento del deber de dictar resolucién
expresa. - :

Sin duda, esta tltima especialidad podria reconducirse a la pri-
mera, si consideramos que el deber de dictar resolucién expresa
es una parte del procedimiento y su incumplimiento una paraliza-
ciéon del mismo o una infraccién de los plazos preceptivamente
sefialados. Sin embargo, existe una cierta diferencia que nos obliga
a tratarla separadamente. Esta diferencia se aprecia también de
la colocacién que en el contexto de la Ley tiene la reclamacién en
queja general —Seccién que trata de la tramitacion— y la especial
contra el silencio —Seccién que trata de la terminacién—.

Cifiéndonos exclusivamente a esta ultima, a la reclamacién en
queja contra el incumplimiento del deber de la Administracién de
dictar resolucién expresa, y ahondando en su naturaleza, podria-
mos intentar calificar tal reclamacién de dos formas:

— Como acto de impulsién, de carécter extraordinario.
— Como peticién ante la Administracién.

En todo caso, la reclamacién en queja se dirigird ante el su-
perior jerarquico de la autoridad o funcionario que se presuwma
responsable de la infraccién o falta(18). Este precepto obliga al
administrado a determinar la autoridad competente para conocer
de la reclamacion, lo que puede plantear problemas de tramitacién

(17) Vid. GonNzALEz PERez, J., Los recursos administrativos, Ed. «Boletin Oficial
del Estado», Madrid, 1969, pdg. 36, donde dice: «Precisamente por no existir un
acto administrativo que impugnar no es un recurso la queja, que se regula en el
articulo 77 de la Ley de Procedimiento administrativo. También la doctrina del
Consejo de Estado ha negado la naturaleza de recurso. Asi, en dictamen de 10 de
noviembre de 1960...»

«Es mdas —afade—, nota esencial para que sea admisible la ‘queja es que se
deduzca, precisamente, durante la tramitacién del procedimiento. Asi, una Sentencia
de 2¢ de mayo de 1965 (ponente FERNANDEZ VALLADARES) dice: “exige el articulo 77
de la Ley de Procedimiento administrativo que aquélla (la reclamacién en queja)
se deduzca a tiempo de poder subsanarse antes de la resolucién definitiva del
asunto’’», )

(18) Articulo 77,2 de la Ley de Procedimiento administrativo.
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si la queja se interpone indebidamente. Por ello seria de desear
una concreta determinacién de la autoridad o funcionario ante
quien haya de interponerse la reclamacién. Como garantia para el
administrado podria pensarse en la centralizacién en los Directores
generales o en los titulares de los Departamentos ministeriales.

La autoridad u érgano que recibié la reclamacién en queja de-
bera resolverla, si fuera competente, antes de que transcurra un
mes desde su presentacién, debiendo notificarse al reclamante la
resolucién que se dicte.

Si la resolucién no tiene lugar en el plazo sefialado, de un mes,
el interesado podra reproducirla ante la Presidencia del Go-
bierno (19).

Contra la resolucién de la reclamacién en queja no procedera
recurso alguno (20).

La simple enumeracién de los tramites nos revela ya, en cierto
modo, la ineficacia de la queja, pues no obstante preverse que po-
dra provocar la incoacién de expediente disciplinario para deter-
minar la responsabilidad personal de la autoridad o funcionario
negligente, como dice GoNzALEZ PEREZz, «todos sabemos para lo
que sirven esas platdénicas declaraciones de responsabilidad» (21).

Con base en los tramites sefialados, analizaremos las dos pers-
pectivas de la queja.

1. LA QUEJA COMO ACTO DE IMPULSION

La queja se admite, en el caso que nos ocupa, contra el defecto
de procedimiento que supone la falta de solucién expresa por el
6rgano administrativo que tramita una peticién o un recurso. No
estamos ante supuestos de defectos concretos de tramite ni de para-
lizacién, en un determinado momento, del expediente administra-
tivo. El administrado desconoce los motivos de la falta de resolu-
cién, el estado en que se encuentra el expediente, pero conoce un
dato, la falta de resolucién, que implica el incumplimiento de un
plazo global (el de seis meses para la tramitacién de todo el ex-
pediente).

En los supuestos de que la falta de resolucién se produjese una

(19) Articulo 77,5 de la Ley de Procedimiento administrativo.
(20) Articulo 77,3 de la Ley de Procedimiento administrativo. Parece ocioso

advertir que se trata de recurso administrativo.
(21) Los recursos..., cit., pag. 123.
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vez interpuesto recurso de reposicién y sea éste el que no se con-
testa, la queja ofrecera, desde el punto de vista del administrado,
una perspectiva similar: transcurso del plazo de resoluci6n e igno-
rancia de los motivos de la demora de la Administracién para
dictarla.

El administrado, entonces, trata de impulsar el procedimiento
a través de la queja, de donde nace el calificativo de extraordina-
rio que hemos utilizado para este acto que, en definitiva, seria un
acto de tramite ejercitado por el particular al no realizarlo la Ad-
ministracién.

Pero esta estimacién va a impedir que la queja pueda ser
considerada como uno de los medios puestos al alcance del admi-
nistrado para luchar contra las esferas de inmunidad de la Admi-
nistracién. La falta de resolucién de la reclamacion en queja, o la
resolucién de la misma, pero no de la cuestién principal, deja
nuevamente inerme al administrado, consohdando la impunidad
administrativa.

2. LA QUEJA COMO PETICION

Desde este enfoque, la queja goza de una caracteristica comin
a todas las vias de contacto juridico que tiene el administrado con
la Administracién: la de ser una manifestacién —como el recur-
so— del derecho de peticién.

Puede configurarse esta manifestacién del derecho de peticién
que comporta la queja, como peticién, ante la Administracién, de
reconocimiento de un derecho del administrado: el derecho a ob-
tener resolucidn expresa, que es correlativo a la obligacion de dic-
tarla que pesa sobre la Administracion.

Entonces la queja goza de las caracteristicas de la peticién, las
mismas que la peticién que regula el parrafo 1 del articulo 94, si
bien, sometida a un régimen y a unos plazos distintos (22).

En efecto, formulada una peticién ante la Administracién, y
denunciada, en tiempo y forma, la mora, se habilita un plazo para,
durante el cual, facultar al particular a que entienda denegada su
peticién y acuda, si lo desea, a la via jurisdiccional. Este plazo no
supone relevar a la Administracién de su deber de dictar resolu-

(22) Y obsérvese que la queja estd regulada —desde esta perspectlva— en el
articulo 94 de la Ley de Procedimiento administrativo.
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cién expresa. Su duracién serd de un afio a tenor de lo dispuesto
en el articulo 58,4, en relacién con el 53,c) de la Ley de la Juris-
diccién.

El mismo régimen se aplica para cuando la Administracién dicté
resolucién que, recurrida en reposicién o alzada, no se contesta
en el plazo legal (23), con las unicas diferencias de que el plazo de
un afio de presuncién desestimatoria se cuenta desde la fecha de
interposicién del recurso (24) y sin necesidad de denuncia de la
mora.

Si el interesado opta por esperar la resolucién expresa, podra,
puesto que tiene un derecho a ella, instar de la Administracién
que se dicte. Y ello a través de la reclamacién en queja, que ten-
dra un doble efecto:

— Formular una peticién de reconocimiento de un derecho
subjetivo (el derecho a la resolucién).

— Recordar a las autoridades y funcionarios la responsabili-
dad personal en que estan incurriendo.

Dejando a un lado este recordatorio de responsabilidad per-
sonal, si conviene ver la forma de que no sea. toda la reclamacién
en queja una «musica celestial», como la califica GoNzALEZ PEREZ,
pues, efectivamente, al administrado lo que le interesa es su pro-
blema, que no se resuelve con responsabilidades por fuertes
que sean. . ‘

Con la reclamacién se pretende, fundamentalmente, obtener
resolucién expresa, y entonces realmente lo que se formula es una
peticién al superior para que obligue al inferior a dictarla. No es,
pues, un acto de impulsién del procedimiento, llamemos principal,
sino un acto de iniciacién de un nuevo procedimiento cuya preten-

.sién es la de que se reconozca un derecho y, consiguientemente,
que se dicte una resolucién por la que se obligue al érgano o auto-
ridad subordinados a resolver definitivamente el asunto principal
y, por ello, a cumplir una obligacién quecorrelativamente —ya
se ha sefialado— comporta un derecho del administrado.

El acto administrativo que resuelve la reclamacién en queja,
o peticién de que se dicte resolucién expresa en otro procedimien-
to, debe tener la consideracién de acto definitivo y no de tramite,

(23) Uno o tres meses, respectivamente.
(24) Luego queda realmente reducida la posibilidad a once o nueve meses, res-
pectivamente, segiin que el recurso sea de reposicién o de alzada.
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puesto que se trata no de un acto de impulsién, sino del recono-
cimiento de un derecho del administrado.

Si es asi, nos encontramos que ante la peticién, la Administra-
cién o el 6rgano administrativo que conoce la queja podra adoptar
las tres posiciones unicas que pueden existir: aceptarla, denegarla
o nuevamente guardar silencio.

Si acepta la reclamacién dictard un acto administrativo en el
que reconociendo el derecho del administrado a la resolucién ex-
presa y el deber que el articulo 94 de la Ley de Procedimiento admi-
nistrativo impone a la Administracién, obligue al 6rgano subordi-
nado a dictar esa resolucién expresa. Una vez dictada esta ultima
se estara en el caso de, si no es conforme, entablar recurso directo
contra la misma.

Ahora bien, ¢qué ocurre si, a pesar de todo, la autoridad u 6r-
gano subordinado no dicta resolucién? Sin duda serd motivo de
responsabilidad administrativa personal del funcionario o auto-
ridad, pero eso no resuelve el problema del administrado, segiin
se vio.

Si tenemos en cuenta que, segin el articulo 44 de la Ley de
Procedimiento administrativo, los actos de la Administracién suje-
tos al Derecho administrativo seran inmediatamente ejecutivos, el
acto del érgano superior es susceptible de ejecucién, pudiendo pro-
ceder (articulo 102 de la Ley de Procedimiento administrativo),
previo apercibimiento, a la ejecucién forzosa, salvo cuando por ley
se exija la intervencién de los Tribunales, que no es el caso. Y la
ejecucién forzosa de tal acto es la resolucién por el 6rgano supe-
rior del expediente en que se produjo el retraso.

El problema se plantearia desde el punto de vista de la com-
petencia que debe ejercerse —dice el articulo 4 de la Ley de Pro-
cedimiento administrativo— precisamente por los drganos admi-
nistrativos que la tengan atribuida como propia, dejando a salvo
los casos de delegacién, sustitucién o avocacién previstos por las
leyes. ¢Puede ser la reclamacién en queja del articulo 94 uno de
los supuestos en que las leyes prevén la sustitucién o avocacién
de competencias? Si se quiere que la queja sirva para algo, no
cabe duda que si. Pensar lo contrario, ateniéndose a la letra de la
ley, conduce al defecto, denunciado por la doctrina, de ineficacia
de esta institucién juridica, y es claro que las normas deben inter-
pretarse unas con otras de manera que todas ellas valgan y tengan
sentido dentro de los principios del ordenamiento juridico. Y si
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la queja es uno de los medios de defensa del administrado frente
a la Administracién, habra que otorgarle un valor, el que sea ne-
cesario, dentro del cuadro de elementos que tienden a restringir
la inmunidad del poder administrativo.

En el supuesto de que no se aceptara la reclamacién en queja,
el articulo 77,3 de la Ley de Procedimiento administrativo mani-
fiesta que contra la resolucién recaida no se dara recurso alguno.
Ahora bien, hay que tener en cuenta dos cuestiones:

1.2 La reclamacién en queja del articulo 94,3 contra el incum-
plimiento de la obligacién de dictar resolucién expresa, debe tener
naturaleza distinta de la del articulo 77, pues en caso contrario
seria inoperante. '

22 Cuando las leyes hablan de que contra una resolucién ad-
ministrativa no se da recurso alguno, se entiende que se refieren
a recurso en via administrativa, siendo procedente el recurso con-
tencioso-administrativo. Asi lo tiene declarado'el Tribunal Supremo
en reiterada jurisprudencia y se deduce del articulo 40-f) de la Ley
de la Jurisdiccién, que sefiala la inadmisibilidad del recurso res-
pecto de los actos que se dicten en virtud de una ley que expresa-
mente les excluya de la via contencioso-administrativa, y como
quiera que la Ley de Procedimiento administrativo no sefiala la
expresa exclusiéon, ha de entenderse susceptible de’ recurso juris-
diccional.

Entonces, contra la denegacién de la queja puede ser proce-
dente el recurso contencioso-administrativo, previo el de reposi-
cion (24 bis). La Sentencia contendria los siguientes pronuncia-
mientos:

— Reconocer el derecho subjetivo a la resolucién.

— Obligar a la Administracién a dictar resolucién expresa en
el asunto a que la queja se refiera.

— Establecer las responsabilidades de la Administracién y de
sus autoridades y funcionarios.

Finalmente, si el superior ante quien se recurre'en queja, o, me-

(24bis) Si la queja no es recurso, sino peticién, la resolucién denegatoria es
un acto administrativo recurrible previo el de reposicién, pues no se trata de
resolucién de otro recurso administrativo, en cuyo caso se daria el acceso directo
a la via jurisdiccional (articulo 53, apartado a, de la Ley de la Jurisdiccién).
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jor dicho, ante quien se reclama en queja, no dicta resolucién, al
considerarse aquélla como una peticién, seguiria los tramites del
propio articulo 94 de la Ley de Procedimiento administrativo, que
regula el tramite en su parrafo 1. Es decir, seria procedente la de-
nuncia de la mora a los tres meses, y transcurridos tres meses mas
quedaria abierta la posibilidad de recurrir ante los Tribunales (25).

V. CONCLUSIONES

Con la solucién sefialada, sin duda se provoca una apertura de
la via judicial, que es precisamente la que no quiso utilizar el admi-
nistrado que esper6 la resolucion expresa del asunto principal, pero
en la lucha contra las inmunidades de la Administracién, de alguna
forma han de estar presentes los ‘Tribunales de Justicia, salvo en
el supuesto de encontrar unos administradores que, conscientes no
so6lo de su obligacion, sino también del respeto debido a los dere-
chos de los administrados, entiendan como funcién principal el
servicio publico, es decir, el servicio a la comunidad a través de
la Administracién, 6rgano, en definitiva, de esa comunidad. Porque
en la postura actual, en la que se enfrentan Administracién y admi-
nistrados, se ha otorgado a la primera una consideracién de pree-
minencia, una consideracién de empresa que hace que el funcio-
nario afirme que estd al servicio de la Administracién como ente

(25) Para GoNzALez PErez (Los recursos..., cit., péag. 123), «... otra solucién
posible seria la siguiente: como en los casos de no resolucién expresa se estd
infringiendo un precepto concreto de la Ley de Procedimiento administrativo (ar-
ticulo 94, parrafo tercero), en estos casos el particular podrd deducir escrito de
queja basado en la infraccién del articulo que obliga a dictar resolucién expresa.
Y si transcurre un mes desde la presentacién de la queja sin que se notifique la
resolucién, a partir de este momento quedan abiertos los plazos para deducir el
recurso que procedan». )

«Esta podria ser una férmula para que quedaran garantizados los derechos de
los particulares. Cualyuier otra solucién supone dejar a merced de la Administra-
cién el cumplimiento de la norma que obliga a dictar resolucién expresa.»

Pero es una solucién de lege ferenda. Por el contrario, parece que con la inter-
pretacién dada en el texto se obtiene toda la eficacia posible de las normas actual-
mente vigentes,

Otra solucién, también de lege ferenda, es la que propugna BorLea Forapapa
(«El retraso...», cit., pags. 315 a 317) de ampliacién o supresién de los plazos den-
tro de los cuales el administrado puede recurrir contra los actos presuntos.

Y, como dice GONzALEz PEREzZ, que también habla de esta solucién, no puede
decirse «que ello supone consagrar indefinidamente la inseguridad juridica, dejar
la seguridad al arbitrio del interesado. Pues lo cierto es que la Administracién
puede acabar con aquella situacién por un procedimiento simple y sencillo: resol-
viendo expresamente y notificando su resolucién» (Vid. Los recursos..., cit.,, pa-
gina 122). ’

REVL-1974, nim. 183. CORELLA MONEDERO, JOSE-MARIO. LA OBLIGACION DE LA ADMINISTR...



REVL-1974, nim. 183. CORELLA MONEDERO, JOSE-MARIO. LA OBLIGACION DE LA ADMINISTR...

482 JOSE-MARIO CORELLA MONEDERO

abstracto, distinto a los demas, cuando la realidad es que la Admi-
nistracién existe como necesidad de aunar los intereses generales
en la consecucién del bien comun, y éste, distinto del de cada uno
de los administrados, no lo es de tal forma que obligue al sacrificio
de los derechos totales, sino solamente al que resulte de las limi-
taciones establecidas en la ley.

La Administracién es de todos y para todos, y por ello los fun-
cionarios son servidores de todos los administrados. La defensa de
los intereses de la Administracién no es licita si se entiende por
tales algo distinto de los intereses generales en los que participa
todo el pueblo. La Administracién no es, en definitiva, una em-
presa industrial que obtiene beneficios y paga dividendos. Estos
beneficios y dividendos se manifiestan en bienestar general, y por
ello, defender a la Administracién como empresa es atacar a la
Administracién como servicio publico.

Las normas de funcionamiento de la Administracién estédn pro-
mulgadas para que a través de ellas se obtenga el acierto en la de-
cisién, al reconocer a cada administrado los derechos y las obli-
gaciones que le afectan bajo el superior control de la Jurisdiccidn.
La falta de resolucién en un expediente, impidiendo su impugna-
cién, no es una postura que favorezca a la Administracién, en cuan-
to que al provocar la desigualdad de los administrados se estd
desequilibrando en cierta manera el contenido del bien comun.

Y para obligar a adoptar esa decisién no vale, a lo que se ve,
la exigencia de responsabilidad dirigida contra las autoridades y
funcionarios que provocaron la dilacién o inactividad. En defini-
tiva estamos ante un supuesto de falta de conciencia de la funcién
que se desempeiia.

El gran interrogante que surge de lo anterior es el de ¢por qué
no existe esa conciencia de la funcién en la Administracién? Y la
contestacién parece clara enfocada desde las exigencias de res-
ponsabilidades: la difusién de la responsabilidad que se produce
en el ambito administrativo provoca el defectuoso cumplimiento
que se manifiesta en los retrasos y silencios.
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